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1. FECHA DE ELABORACIÓN DEL ESTUDIO PREVIO: 

(DD/MM/AAAA) 01/12/2025 
2. NOMBRE DEL FUNCIONARIO QUE DILIGENCIA EL 

ESTUDIO PREVIO: WENDY VILLARREAL ESPRIELLA 

3. DEPENDENCIA SOLICITANTE: OFICINA ASESORA DE PLANEACIÓN 
4. TIPO DE CONTRATO: MINIMA CUANTÍA 

5. PLAN ANUAL DE ADQUISICIONES No. 2025 - 15 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
6. DESCRIPCIÓN DE LA 

NECESIDAD: 

De acuerdo a la Constitución Política de 1991, Colombia es un Estado social de derecho, organizado en 
forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general 

 
De acuerdo a lo consignado en el artículo 2 de la Constitución Política de 1991, son fines del estado: “Servir 
a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.” 
(Constitución Política 1 de 1991 Asamblea Nacional Constituyente - Gestor Normativo, s. f.). 

 
Por otro lado, el artículo 3 de la Ley 80 de 1993, establece al respecto que Los servidores públicos tendrán 
en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el 
cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad 
de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. 

 
La contratación pública en el marco de la fórmula de Estado Social de Derecho está directamente 
relacionada al cumplimiento del interés general, puesto que el contrato público es uno de aquellos 
“instrumentos jurídicos de los que se vale el Estado para cumplir sus finalidades, hacer efectivos los deberes 
públicos y prestar los servicios a su cargo, con la colaboración de los particulares a quienes corresponde 
ejecutar, a nombre de la administración, las tareas acordadas. El interés general, además de guiar y explicar 
la manera como el legislador está llamado a regular el régimen de contratación administrativa, determina las 
actuaciones de la Administración, de los servidores que la representan y de los contratistas, estos últimos 
vinculados al cumplimiento de las obligaciones generales de todo contrato y por ende supeditados al 
cumplimiento de los fines del Estado” – Sentencia C-713-09 Corte Constitucional 

 
La educación de calidad está estrechamente relacionada con el desarrollo económico y social de cualquier 
territorio. La inversión en capital humano contribuye además a mejorar la productividad, reducir la pobreza 
y generar movilidad social (Ferreira y Meléndez, 2012). Por lo tanto, es de fundamental importancia 
garantizar y promover el acceso integral a la educación, que permita evidenciar los cambios transformativos 
que ella conlleva (Claude, 2005). 

 
El Derecho a la Educación es una obligación que el Estado colombiano adquirió con la suscripción del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, por el cual se reconoce que la educación es 
un derecho fundamental de todos los seres humanos que les permite adquirir conocimientos y alcanzar así 
una vida social plena, y que el Estado debe propiciar, por todos los medios posibles, la creación de 
instrumentos que garanticen este derecho a través de las 4A de la educación, entendidas como 
Asequibilidad, Accesibilidad, Adaptabilidad y Aceptabilidad. Estos conceptos se consideran como las 
dimensiones que intentan abarcar o comprender este derecho de forma integral y como derecho habilitante 
para superar condiciones de subdesarrollo y pobreza, entre otros. 

Dada la relevancia que tiene dentro del desarrollo integral de las personas y por su efecto multiplicador en 
el bienestar social y económico, la educación es considerada un derecho en distintos tratados o marcos 
internacionales de derechos humanos. La Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha prestado especial 
interés en dicha dimensión. En este sentido, en el artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, se estipula que “toda persona tiene derecho a la educación, y en lo que concierne a la educación 
elemental, esta debe ser gratuita y obligatoria” (Naciones Unidas, 1948). 

La actual Constitución Política amplía las dimensiones de los contenidos y garantías del derecho a la 
educación. La educación es reconocida por el artículo 67 como un derecho fundamental y, además, como 
un servicio público que presta una función social e impone deberes para el Estado, la sociedad y la familia. 
En sus fallos judiciales, la Corte Constitucional ha afirmado que la educación tiene tres dimensiones que la 
afectan: es un derecho fundamental, es un deber y es un servicio público, principalmente, a cargo del 
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 Estado. 

 
La Institución Universitaria de Barranquilla (IUB) es un Establecimiento Público de Educación Superior 
comprometido con la formación de personas autónomas, creativas, emprendedoras, éticas y responsables, 
con una visión sustentable, en un modelo de formación basado en competencias que responde a las 
necesidades del entorno en un contexto globalizado. En coherencia con este compromiso, la IUB ha 
asumido el reto de fortalecer su gestión ambiental mediante la incorporación de herramientas que permitan 
evaluar, mitigar y compensar los impactos ambientales derivados de sus actividades institucionales. En este 
sentido, la medición de la huella de carbono institucional se consolida como un instrumento clave para 
avanzar hacia una gestión ambiental más eficiente, coherente con los objetivos de sostenibilidad y los 
compromisos nacionales e internacionales frente al cambio climático. 

La huella de carbono es un indicador que cuantifica las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) 
generadas directa o indirectamente por las operaciones, procesos y servicios de una organización. Su 
cálculo permite identificar las principales fuentes emisoras y establecer estrategias de reducción y 
compensación, contribuyendo así a la mejora continua del desempeño ambiental institucional. 
La medición de la huella de carbono permitirá a la IUB conocer su línea base de emisiones, establecer 
metas de reducción, orientar la toma de decisiones hacia una gestión más sostenible y fortalecer su 
posicionamiento como institución educativa comprometida con la responsabilidad ambiental y la acción 
climática. 

A nivel global, el Acuerdo de París (2015) y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), en particular el 
ODS 13 Acción por el Clima, promueven la necesidad de que las instituciones públicas y privadas adopten 
medidas concretas para mitigar sus emisiones y transitar hacia modelos de desarrollo bajo en carbono. En 
el contexto nacional, estos compromisos se traducen en políticas públicas y marcos normativos que 
fomentan la cuantificación y gestión de los GEI. 

La Ley 1931 de 2018, “por la cual se establecen las directrices para la gestión del cambio climático”, define 
en su Artículo 1° el objeto de establecer los lineamientos para la gestión integral del cambio climático, 
incluyendo la mitigación de emisiones de GEI. El Artículo 4° de la misma ley crea el Sistema Nacional de 
Cambio Climático (SISCLIMA), encargado de coordinar las acciones institucionales para la mitigación de 
gases de efecto invernadero y la adaptación al cambio climático, dentro del cual las entidades públicas 
deben promover la medición de sus emisiones y la implementación de estrategias de reducción. 

Por su parte, la Ley 2169 de 2021, “por la cual se dictan disposiciones para la acción climática”, establece 
en su Artículo 1° el compromiso de alcanzar el carbono neutralidad y la resiliencia climática. El Artículo 15° 
dispone que las entidades públicas de orden nacional y territorial deben cuantificar su inventario corporativo 
de emisiones de GEI y desarrollar planes de acción que permitan alcanzar la neutralidad de carbono antes 
de 2030. 

 
Estas disposiciones se articulan con la Estrategia Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono y la Política 
Nacional de Cambio Climático, las cuales promueven la integración de la gestión de emisiones en los planes, 
programas y operaciones de las instituciones públicas. En este sentido, la medición de la huella de carbono 
en la IUB se constituye en una acción concreta de cumplimiento de dichas políticas y en una herramienta 
clave para el fortalecimiento del Sistema de Gestión Ambiental Institucional (SGA) y del programa Campus 
Sostenible, impulsado por la institución. 

 
El presente estudio busca contratar un proponente especializado para realizar la medición de la huella de 
carbono institucional en los alcances 1 y 2, que incluyen las emisiones directas generadas por fuentes 
propias y las emisiones indirectas asociadas al consumo de energía eléctrica. Este proceso permitirá a la 
IUB disponer de información técnica precisa, trazable y verificable para orientar su plan de gestión de 
emisiones y la formulación de estrategias de mitigación y compensación. 

 
En consecuencia, se justifica la contratación del servicio profesional especializado para la medición de la 
huella de carbono institucional, garantizando la calidad técnica, la veracidad de los resultados y su alineación 
con las normativas ambientales vigentes en Colombia. Este ejercicio no solo contribuye al fortalecimiento 
de la gestión ambiental institucional, sino que también consolida a la IUB como una entidad comprometida 
con la acción climática y la sostenibilidad, en concordancia con las metas de carbono neutralidad planteadas 
para el año 2030. 

 

 
7. NIVEL DEL CLASIFICADOR DE 

BIENES Y SERVICIOS: 

 

 CLASIFICACIÓN 
UNSPSC 

SEGMENTO FAMILIA CLASE PRODUCTO  

77121500 77000000 
Servicios 
medioambient 
ales 

77100000 
Gestión 
medioambie 
ntal 

77101600 
Planeación 
ambiental 

77101604 Servicios de 
planificación de la 
estrategia de gestión o 
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      conservación de recursos 

naturales 
 

77121600 77000000 
Servicios 
medioambient 
ales 

77100000 
Gestión 
medioambie 
ntal 

77122000 
Servicios de 
reporte 
ambiental 

77102002 
Servicio de cumplimiento 
de presentación de 
informes sobre emisiones 

77121700 77000000 
Servicios 
medioambient 
ales 

77100000 
Gestión 
medioambie 
ntal 

77101600 
Planeación 
ambiental 

77101605 Creación o 
planificación de 
instituciones ambientales 

 

 
OBJETO DEL CONTRATO: 

PRESTACION DE SERVICIOS PROFESIONALES PARA 
LA REALIZACION DE MEDICIONES AMBIENTALES E 
IMPLENTACION DE PROYECTO CAMPUS SOSTENIBLE 
EN   LA   INSTITUCION   UNIVERSITARIA   DE 
BARRANQUILLA IUB. 

 CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS EXIGIDAS: 
Se requiere la contratación especializada en la cuantificación de la huella de carbono institucional, con 
experiencia comprobada en la elaboración de inventarios de emisiones de gases de efecto invernadero GEI 
conforme a los lineamientos del GHG Protocol (Corporate Accounting and Reporting Standard) o 
metodologías equivalentes reconocidas internacionalmente, tales como la ISO 14064-1:2018. El proponente 
deberá contar con personal profesional calificado, con formación y experiencia específica en gestión del 
cambio climático, inventarios de GEI y análisis de ciclo de vida (ACV). Asimismo, deberá disponer de 
herramientas tecnológicas, ya sean propias o licenciadas, que permitan el procesamiento automatizado, 
consolidación y análisis de la información suministrada por la Institución Universitaria de Barranquilla IUB, 
garantizando la precisión, trazabilidad, consistencia y verificabilidad de los datos reportados. 

 CONDICIONES DEL BIEN O SERVICIO 
El servicio objeto de contratación consiste en la cuantificación de la huella de carbono institucional de la 
Institución Universitaria de Barranquilla (IUB), correspondiente a los alcances 1 y 2, conforme a los 
lineamientos del GHG Protocol y/o la norma ISO 14064-1:2018, asegurando la trazabilidad, transparencia y 
calidad técnica de los resultados obtenidos. 

 El contratista deberá cumplir las siguientes condiciones generales y técnicas durante la ejecución del 
servicio: 

8. DESCRIPCIÓN DEL OBJETO A 
CONTRATAR, SUS 
ESPECIFICACIONES E 
IDENTIFICACIÓN DEL 
CONTRATO A CELEBRAR: 

Etapa 1: Definición Metodológica 
En esta etapa se definirá la metodología a emplear para la cuantificación de la huella de carbono 
institucional, de acuerdo con los lineamientos del GHG Protocol o la norma ISO 14064-1:2018, teniendo en 
cuenta el contexto operativo y las particularidades de la Institución Universitaria de Barranquilla. 
El contratista deberá presentar un plan de trabajo detallado, incluyendo las fuentes de información, alcance 
del estudio, procedimientos de cálculo, unidades de medida, y herramientas tecnológicas o software a 
utilizar para el procesamiento de datos. Asimismo, se deberá garantizar que la metodología incorpore 
criterios de transparencia, verificabilidad y trazabilidad, alineados con las mejores prácticas internacionales. 

 Etapa 2: Recolección y Análisis de Información 
Durante esta fase se realizará la recopilación de la información primaria y secundaria necesaria para la 
elaboración  del  inventario  de  emisiones  de  gases  de  efecto  invernadero  (GEI). 
El contratista deberá coordinar con las distintas dependencias institucionales para identificar las fuentes 
emisoras directas e indirectas asociadas al consumo de combustibles, energía eléctrica, transporte 
institucional, entre otros. La información obtenida será procesada mediante herramientas automatizadas o 
software especializado que permitan garantizar la consistencia y exactitud de los cálculos. 
Como resultado de esta etapa se deberá entregar un informe diagnóstico preliminar, donde se describan 
las fuentes de datos, supuestos utilizados, limitaciones y calidad de la información recolectada. 

 Etapa 3: Cálculo y Elaboración del Inventario de Emisiones 
En esta etapa se realizará el cálculo de las emisiones de gases de efecto invernadero para los alcances 1 
y 2, expresadas en toneladas de CO₂ equivalente (tCO₂e). El contratista deberá aplicar factores de emisión 
reconocidos y actualizados, documentando cada fuente emisora y los métodos de conversión empleados. 
Como resultado, se deberá entregar el Inventario de Emisiones Institucional, acompañado de un informe 
técnico que contenga el detalle de los cálculos, supuestos, factores de emisión, fuentes de información y 
resultados consolidados por categoría de emisión. 

 Etapa 4: Interpretación de Resultados y Formulación de Recomendaciones 
Una vez elaborado el inventario, el contratista deberá realizar un análisis interpretativo de los resultados, 
identificando los principales focos emisores, las oportunidades de reducción y las áreas críticas que 
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 requieran estrategias de mitigación. El documento deberá incluir un plan preliminar de acciones orientadas 

a la gestión de la huella de carbono, con medidas de eficiencia energética, optimización de recursos y 
estrategias de compensación. El contratista deberá presentar los resultados ante la Institución, en un 
espacio participativo con las dependencias involucradas. 

Etapa 5: Presentación y validación de resultados 
En esta etapa, el contratista deberá consolidar la información obtenida, elaborar el informe técnico final 
con los resultados de la medición de la huella de carbono institucional (alcances 1 y 2) y presentarlo ante 
la Institución Universitaria de Barranquilla para su validación. El informe incluirá la metodología aplicada, 
los resultados, conclusiones y un plan de mitigación orientado a la reducción de emisiones. La entrega 
deberá realizarse en formato físico y digital, con los anexos y soportes técnicos que garanticen la 
trazabilidad y veracidad de la información. 

Además de lo anterior, debe contar con el equipo de trabajo requerido para la ejecución del objeto 
contractual el cual estará conformado por los siguientes profesionales: 

 
 
 
 
 

 
9. VALOR ESTIMADO DEL 

CONTRATO, SU 
JUSTIFICACIÓN y FORMA DE 
PAGO: 

 
VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO 

El valor total del presupuesto oficial asciende a la suma de 
TREINTA Y SIETE MILLONES CIENTO VEINTIOCHO MIL 
PESOS ($37.128.000) M/L este valor incluye IVA y todos los 
impuestos y costos de carácter nacional y territorial vigentes 
al momento de la presente contratación. 

 
ESTIMACIÓN DEL PRESUPUESTO 
OFICIAL 

Para la determinación del presupuesto oficial se tuvo en 
cuenta el valor de la propuesta presentada, considerando los 
aspectos importantes como la experiencia y necesidad de 
certificación de la Institución. 

 
 

 
FORMA DE PAGO 

 
La Institución Universitaria de Barranquilla cancelará al 
contratista el valor del contrato mediante un único pago por el 
valor total del servicio dentro los treinta (30) días calendarios 
siguientes a la presentación de la factura o cuenta de cobro, 
previa certificación a satisfacción expedida por el supervisor 
del contrato y la acreditación del pago de aportes a seguridad 
social y parafiscales, por parte del Contratista. 

 

 
10.CERTIFICADO DE 

DISPONIBILIDAD 
PRESUPUESTAL: 

 NUMERO 
DE CDP FECHA RUBRO FUENTE DE 

FINANCIACIÓN VALOR  

 

 
251025 

 

 
27-10-2025 

2.3.2.02.02.008 - 
SERVICIOS 
PRESTADOS A LAS 
EMPRESAS Y 
SERVICIOS DE 
PRODUCCIÓN 

 

 
TRIBUTARIO 

 

 
$37.653.608 

11. PLAZO DE EJECUCIÓN DEL 
CONTRATO: 

El contrato tendrá un plazo de ejecución hasta el 31 de diciembre de 2025, una vez se cumplan los requisitos 
de perfeccionamiento y ejecución dispuestos en el artículo 41 de la ley 80 de 1993. 

12. VIGENCIA DEL CONTRATO: No Aplica 

13. LUGAR DE EJECUCIÓN DEL 
CONTRATO: 

La ejecución del contrato será, conforme a la necesidad del servicio, así mismo, el contratista podrá prestar 
su servicio con apoyo de las tecnologías de la información y la comunicación y/o en los diferentes campus 
de la institución, previo acuerdo con el supervisor del contrato 

PERSONAL PROFESIONAL 

 
INGENIERO 

Profesional en Ingeniería (ambiental, química, 
industrial, eléctrica, mecánica o afines), con formación 
o experiencia demostrada en temas de sostenibilidad, 
gestión energética o medición de huella de carbono. 

 
INGENIERO 

Profesional en Ingeniería Ambiental, Química, 
Industrial u otras áreas afines, con experiencia en 
gestión ambiental, sostenibilidad o elaboración de 
inventarios de gases de efecto invernadero (GEI) 

 
 

QUÍMICO 

Profesional en Química, Ingeniería Química o áreas 
afines, con experiencia en análisis de datos 
ambientales, caracterización de emisiones o procesos 
asociados a la cuantificación de gases de efecto 
invernadero. 
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14. OBLIGACIONES DEL 
CONTRATISTA: 

A parte de las obligaciones descritas en el numeral 8 del presente documento derivadas de las 
especificaciones del objeto a contratar, el contratista deberá cumplir con las siguientes obligaciones: 

1. Elaborar el plan de trabajo técnico que defina cronograma, metodología, alcance, responsables y 
entregables para el desarrollo de las actividades contratadas. 

2. Conformar el equipo técnico institucional y realizar la alineación metodológica del proceso, incluyendo 
una capacitación de dos (2) horas al equipo IUB sobre gases de efecto invernadero (GEI), fuentes de 
emisión y alcances 1 y 2. 

3. Recolectar y validar la información base necesaria para el cálculo del inventario de emisiones de GEI 
en los alcances 1 y 2, aplicando metodologías reconocidas como el GHG Protocol o la norma ISO 14064. 

4. Ejecutar el cálculo del inventario de Gases de Efecto Invernadero (GEI) Alcance 1 y 2, consolidando 
resultados, factores de emisión y supuestos metodológicos, asegurando la trazabilidad y consistencia 
de la información utilizada. 

5. Desarrollar la evaluación tecnoeconómica de alternativas de descarbonización en materia de eficiencia 
energética, energías renovables, movilidad sostenible y gestión de residuos. 

6. Formular la Hoja de Ruta de Descarbonización 2030, estableciendo metas, indicadores, responsables 
y estimación de costos, orientada a la reducción progresiva de emisiones institucionales. 

7. Aplicar un diagnóstico de gestión sostenible que evalúe la situación actual de la institución en gestión 
de residuos, compras verdes, educación ambiental, eficiencia energética y participación estudiantil. 

8. Desarrollar la línea base de movilidad institucional mediante la aplicación de encuestas, identificación 
de patrones de viaje y análisis de modos de transporte utilizados por la comunidad universitaria. 

9. Formular el Plan de Circularidad Institucional con acciones sobre residuos, reutilización, reciclaje y 
consumo responsable, estableciendo metas y responsables. 

10. Realizar al menos una jornada técnica de socialización de resultados ante las dependencias 
institucionales involucradas, garantizando la transferencia metodológica y fortalecimiento de 
capacidades internas. 

11. Cumplir con el cronograma y los productos establecidos, asegurando la calidad técnica, claridad 
metodológica y coherencia entre los resultados y los objetivos del contrato. 

12. Prestar el servicio exigido en el objeto del contrato en las oportunidades y con las especificaciones 
exigidas en el contrato. 

13. Informar oportunamente a IUB cualquier situación que pueda afectar o impedir la ejecución y terminación 
del contrato 

14. Cumplir con el objeto del presente contrato, obligaciones y demás condiciones, términos y 
estipulaciones del contrato, en las condiciones de calidad, oportunidad, y obligaciones definidas en el 
presente Contrato y acatar las instrucciones que durante el desarrollo del contrato se le impartan a 
través del supervisor; siempre y cuando estas no impliquen modificación al contrato. 

 
 
 

15. OBLIGACIONES DE IUB: 

1. Designar a una persona de contacto para la coordinación de las actividades de la auditoría. 
2. Cancelar al contratista el valor del contrato en la forma y términos establecidos en el contrato. 
3. Suministrar oportunamente la información en medio digital que requiere el contratista para el 

cumplimento de sus obligaciones contractuales. 
4. Realizar la supervisión del contrato 
5. Suministrar oportunamente la información que requiere el contratista para el cumplimento de sus 

obligaciones contractuales. 
 
 

16. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
DE LA MODALIDAD DE 
SELECCIÓN: 

Conforme al numeral 4º del artículo 2º de la Ley 1150 de 2007, una de las modalidades de selección de 
cualquier CONTRATISTA será la MINIMA CUANTIA, siempre y cuando se invoque, justificadamente, una 
de sus causales taxativas. 
Para el caso que nos ocupa, la modalidad de selección MINIMA CUANTIA se ajusta al literal h) del numeral 
4º del artículo 2º de la Ley 1150 de “la contratación cuyo valor no excede del 10 por ciento de la menor 
cuantía de la entidad independientemente de su objeto. 

 
17. SUPERVISIÓN DEL 
CONTRATO: 

Nombre del funcionario: WENDY VILLARREAL ASPRIELLA 
Identificación del 
funcionario: C.C 1.143.137.036 
Cargo: Jefe de Oficina Asesora de Planeación 
Dependencia: Oficina Asesora de Planeación  

18 NECESIDAD DE CONTAR CON 
INTERVENTORÍA CUANDO 
LOS CONTRATOS SUPEREN 
LA MENOR CUANTÍA: 

 
N/A 

 
19.  LIQUIDACIÓN DEL 

CONTRATO: 

El presente Contrato será liquidado de común acuerdo por las partes, en la forma que lo establece la Ley 
1150 de 2007. Si EL CONTRATISTA no se presenta a la liquidación, o las partes no llegan a un acuerdo 
sobre el contenido de la misma, se practicará la liquidación unilateral por IUB, en los términos establecidos 
en ley. 
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 De conformidad con inciso final del artículo 217 del Decreto 019 de 2012, el cual modifica el artículo 60 de 

la ley 80 de 1993, para los contratos de prestación de servicios profesionales de apoyo a la gestión no será 
obligatoria su liquidación. En caso que se requiera, se practicará de acuerdo a los términos establecidos en 
la Ley. 

CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE. 
REQUISITOS HABILITANTES. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

20. CAPACIDAD JURÍDICA: 

a) Tener capacidad jurídica para la presentación de la Propuesta, para ello el proponente deberá acreditar 
autorización de los socios para presentar la propuesta, en caso de que lo requiera. 

b) Tener capacidad jurídica para la celebración y ejecución del contrato; en caso de unión temporal y/o 
consorcio cada uno de los participantes debe cumplir con este requisito. 

c) Cumplir con la vigencia de la sociedad al momento de la presentación de la oferta y para todo el tiempo 
de ejecución del contrato y un año más. 

d) No estar incursos en ninguna de las causales de inhabilidad o incompatibilidad previstas en las leyes 
de Colombia, en especial las previstas en la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007 y la Ley 1474 de 
2011. 

e) No estar incursos en ninguna causa de disolución y/o liquidación 
f) No estar en un proceso de liquidación obligatoria o forzosa; 
g) No estar reportado en el último Boletín de responsables Fiscales vigente, publicado por la Contraloría 

General de la República, de acuerdo con lo previsto en el numeral 4 del artículo 38 de la Ley 734 de 
2002, en concordancia con el artículo 60 de la Ley 610 de 2000. 

h) No presentar antecedentes disciplinarios vigentes que impliquen inhabilidad para contratar con el 
Estado. Dicha afirmación se entenderá prestada con la suscripción de la carta de presentación de la 
Propuesta, sin perjuicio de anexar los documentos solicitados. 

i) Ninguna persona natural o jurídica podrá formar parte de más de un Consorcio o Unión Temporal que 
presenten Propuesta para el presente proceso de selección. De la misma manera tampoco podrá una 
persona presentar más de una oferta en el presente proceso de selección o hacer una combinación 
de estas dos posibilidades – individual o conjuntamente-. En caso de que se incurra en esta prohibición, 
por sí o por interpuesta persona, la Institución Universitaria IUB rechazará la (s) ofertas. 

 
DOCUMENTOS QUE SE DEBEN PRESENTAR CON LA OFERTA: 
a) Carta de presentación de la propuesta con el siguiente contenido: ausencia de inhabilidades e 

incompatibilidades, aceptación de las condiciones, plazo y forma de pago, dirección, número de 
cédula y número de matrícula profesional del oferente. 

b) Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio, si es 
persona jurídica, con fecha de expedición no menor de 30 días a la fecha del cierre. 

c) Cédula de Ciudadanía del representante legal de la persona jurídica proponente o del proponente 
persona natural. 

d) Tratándose de personas jurídicas, en caso de que el Representante legal no tenga las facultades 
suficientes para presentar la propuesta o suscribir el contrato, esta deberá aportar el acta en la 
que conste la decisión del órgano social competente que autorice al representante legal la 
presentación de la propuesta y la suscripción del contrato. 

e) Documento de constitución de la unión temporal o el consorcio proponente (En caso de que 
aplique). 

f) El Proponente persona jurídica debe presentar certificación suscrita por el Revisor Fiscal, de 
acuerdo con los requerimientos de Ley, o por el Representante Legal, bajo la gravedad del 
juramento, cuando no se requiera Revisor Fiscal, en la que conste que se encuentra al día con el 
pago de los aportes de sus empleados a los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones 
y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y 
Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya lugar. Cuando el Pagos de seguridad social 
y aportes legales sea suscrito por el Revisor Fiscal, se deberá acompañar de fotocopia de la 
cédula de ciudadanía del mismo, copia de tarjeta profesional y certificado de antecedentes de la 
profesión del mismo. Cuando la persona jurídica está exonerada en los términos previstos en el 
artículo 65 de la Ley 1819 de 2016 debe indicarlo en la certificación. Esta misma previsión aplica 
para las personas jurídicas extranjeras con domicilio o sucursal en Colombia las cuales deberán 
acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia. Las personas jurídicas 
Proponentes o integrantes de una unión temporal o consorcio, en caso de ser empleadores con 
contratos de trabajo sometidos a ley colombiana, deberán expresar en la carta de presentación 
de la propuesta o en cualquier otro aparte de ésta si se encuentran en situación de cumplimiento 
en este aspecto. En todo caso, para acreditar el cumplimiento de este requisito, se deberá 
acreditar el pago de los aportes de sus empleados, a los sistemas mencionados mediante 
certificación expedida por el revisor fiscal, cuando este exista de acuerdo con los requerimientos 
de ley, o por el representante legal durante un lapso equivalente al que exija el respectivo régimen 
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 de contratación para que se hubiera constituido la sociedad, el cual en todo caso no será inferior 

a los seis (6) meses anteriores a la fecha de cierre de la Selección. En el evento en que la sociedad 
no tenga más de seis (6) meses de constituida, deberá acreditar los pagos a partir de la fecha de 
su constitución. 

g) Registro Único Tributario (RUT). 
h) Certificado de antecedentes disciplinarios de la Procuraduría General de la Nación, vigente a la 

fecha de cierre de la presentación de la oferta, de la persona natural proponente, o del 
representante legal de la persona jurídica proponente y la persona jurídica. 

i) Certificado de antecedentes fiscales expedido por la Contraloría General de la Nación, vigente a 
la fecha de cierre de la presentación de la oferta, de la persona natural proponente, o del 
representante legal de la persona jurídica proponente y la persona juridica. 

j) Certificado de Antecedentes Judiciales expedido por la Policía Nacional. 
k) Certificado de Registro Nacional Medidas Correctivas expedido por la Policía Nacional. 
l) Certificado Redam. 
m) Certificado de no inhabilidad por delitos sexuales de la persona natural proponente, o del 

representante legal de la persona jurídica. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
21.EXPERIENCIA: 

El proponente debe acreditar en su propuesta, que cuenta con experiencia en: LA REALIZACION DE 
MEDICIONES AMBIENTALES para lo cual debe aportar hasta dos (2) contrato, cuyo valor sea igual o 
superior al presupuesto oficial del presente proceso de selección. Los Proponentes podrán acreditar 
experiencia proveniente de contratos celebrados con particulares o Entidades Estatales. 
El proponente deberá acreditar experiencia en la aplicación de metodologías reconocidas para la 
cuantificación de emisiones de GEI, tales como el GHG Protocol o la norma ISO 14064. 
El proponente deberá demostrar experiencia en la aplicación de metodologías de economía circular. 
El Proponente deberá aportar copia del contrato suscrito junto con alguno o algunos de los documentos que 
se establecen a continuación con el fin de complementar la información solicitada. Los mismos deberán 
estar debidamente diligenciados y suscritos por el contratante. En caso de existir discrepancias entre dos 
(2) o más documentos aportados por el Proponente para la acreditación de experiencia, se tendrá en cuenta 
el orden de prevalencia establecido a continuación: 

 
A. Acta de Liquidación. 
B. Acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo. 
C. Certificación de experiencia. Expedida con posterioridad a la fecha de terminación del contrato en 

la que conste el recibo a satisfacción de la obra contratada debidamente suscrita por quien esté 
en capacidad u obligación de hacerlo. 

D. Acta de inicio o la orden de inicio. La misma sólo será́ válida para efectos de acreditar la fecha de 
inicio. 

Para los contratos que hayan sido objeto de cesión, el contrato deberá́ encontrarse en alguno de los 
documentos considerados como válidos para la acreditación de experiencia de la empresa cesionaria, según 
aplique. La experiencia se admitirá́ para el cesionario y no se reconocerá́ experiencia alguna al cedente. 

 
El oferente que acredite su calidad de Mipyme deberá́ acreditar hasta tres (3) contratos, en los mismos 
términos establecidos en este numeral. 

 
En el caso de los consorcios o uniones temporales, la experiencia aportada deber á́ ser proporcional al 
porcentaje de participación de cada uno de sus integrantes en el respectivo consorcio o unión temporal. 

 
El Proponente, deberá́ acreditar su experiencia, para lo cual deberá́ diligenciar el Anexo No. 3, que será́ 
suscrito por el Proponente. El Proponente, debe asegurarse que los documentos que aporte para acreditar 
la experiencia exigida en este proceso se ajusten a los formatos y condiciones aquí́  dispuestas. 

 
Para efectos de la acreditación de la experiencia del proponente, no se aceptarán SUBCONTRATOS. 

 
La no presentación de los contratos y la (s) certificación (es) que acredite (n) la experiencia será motivo para 
que la propuesta sea considerada NO HÁBIL. 

 
LA ENTIDAD no tendrá en cuenta experiencia relacionada que no esté soportada por los documentos que 
se solicitan. 

 
Las certificaciones deben ser expedidas por entidades públicas o privadas que obren como contratantes. 
No se aceptarán auto certificaciones. 
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 Los proponentes deberán aportar para la acreditación de la experiencia copia del contrato acompañado del 

certificado de ejecución expedido por la entidad contratante, con fecha de expedición posterior a la 
terminación, y/o acta de terminación y/o recibo final y/o liquidación. Cuando el contrato haya sido suscrito 
con entidades privadas, se adicionará a lo anterior copia de las facturas donde conste el cobro de lo 
ejecutado y la declaración de IVA donde fue reportada esta venta 

22. CAPACIDAD FINANCIERA Y 
ORGANIZACIONAL: N/A 

23. OTROS REQUISITOS 
HABILITANTES: 

N/A 

 
24. FACTORES DE EVALUACIÓN: 

El comité evaluador debe revisar las ofertas económicas y verificar que la de menor precio cumple con las 
condiciones de la invitación. Si esta no cumple con las condiciones de la invitación, la Institución Universitaria 
IUB debe verificar el cumplimento de los requisitos de la invitación de la oferta con el segundo mejor precio, 
y así sucesivamente 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

25. REGLAS DE DESEMPATE DE 
OFERTAS: 

En caso de empate entre dos o más Propuestas deberán aplicarse las siguientes reglas de acuerdo con 
cada uno de los numerales, de forma sucesiva y excluyente, para seleccionar al Proponente favorecido, 
respetando en todo caso las obligaciones contenidas en los Acuerdos Comerciales vigentes, especialmente 
en materia de trato nacional: 

A. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios extranjeros. El 
Proponente acreditará este factor de desempate de acuerdo con las reglas definidas en el numeral 4.3.1 y 
con los documentos señalados en la sección 4.3.1.1 del INVITACIÓN PÚBLICA. Por tanto, este criterio 
de desempate se probará con los mismos documentos que se presentan para el puntaje de apoyo a la 
industria nacional. Para el caso de los Proponentes Plurales, todos los integrantes deberán demostrar el 
origen nacional de la oferta en las condiciones indicadas en los numerales anteriormente citados. 

B. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia. Su acreditación se realizará en los términos del 
parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008, o la norma 
que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, es decir, la condición de mujer cabeza de familia y la cesación 
de esta se otorgará desde el momento en que ocurra el respectivo evento y se declare ante un notario. Esta 
certificación debe tener una fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario anterior a la fecha 
del cierre del Proceso de Contratación y en esta deberá verificarse el cumplimiento de los requisitos 
indicados en el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se 
tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente 
contemplada en el definitivo. Igualmente, se preferirá la propuesta de la mujer víctima de violencia 
intrafamiliar, la cual acreditará esta condición de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1257 de 2008 o la 
norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, esto es, cuando se profiera una medida de protección 
expedida por la autoridad competente. En virtud del artículo 16 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo 
modifique, aclare, adicione o sustituya, la medida de protección la debe impartir el comisario de familia del 
lugar donde ocurrieron los hechos y, a falta de este, del juez civil municipal o promiscuo municipal, o la 
autoridad indígena en los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades de esta naturaleza. 

En el caso de las personas jurídicas se preferirá a aquellas en las que participen mayoritariamente mujeres 
cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, para lo cual el representante legal o el 
revisor fiscal, según corresponda, diligenciará formato de Participación mayoritaria de mujeres cabeza de 
familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar (persona jurídica), mediante el cual acreditará, bajo la 
gravedad del juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuota parte 
de la persona jurídica está constituida por mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar. Además, deberá probar la condición indicada de cada una de las mujeres que participen en la 
sociedad, aportando los documentos que avalen el cumplimiento de los requisitos, de acuerdo con los dos 
incisos anteriores. 

 
Finalmente, en el caso de los Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes 
acredite alguna de las condiciones señaladas en los 
incisos anteriores de este numeral. 

 
Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el Formato 7 – 
Autorización tratamiento de datos mediante el cual autoricen de manera previa y expresa el tratamiento de 
esta información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

C. Preferir la propuesta presentada por el Proponente que acredite en las circunstancias establecidas en la 
ley que por lo menos el diez por ciento (10 %) de su nómina está en condición de discapacidad, de acuerdo 
con el artículo 24 de la Ley 361 de 1997 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, 
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 debidamente certificadas por la oficina del Ministerio del Trabajo de la respectiva zona, que hayan sido 

contratados con por lo menos un (1) año de anterioridad a la fecha de cierre del presente Proceso de 
Contratación o desde el momento de la constitución de la persona jurídica cuando esta es inferior a un (1) 
año y que manifieste adicionalmente que mantendrá dicho personal por un lapso igual al término de 
ejecución del contrato, para lo cual deberá diligenciar Formato de Vinculación de personas en condición de 
discapacidad. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para 
establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el definitivo. 

Si la oferta es presentada por un Proponente Plural, el integrante que acredite que el diez por ciento (10 %) 
de su nómina está en condición de discapacidad, en los términos del presente numeral, debe tener una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en la estructura plural y aportar como mínimo 
el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta. El tiempo de vinculación en la 
planta referida de que trata este numeral se acreditará con el certificado de aportes a seguridad social del 
último año o del tiempo de su constitución cuando su conformación sea inferior a un (1) año, en el que se 
demuestren los pagos realizados por el empleador. 

D. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite la vinculación en mayor proporción de 
personas que no sean beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que hayan cumplido 
el requisito de edad de pensión establecido en la ley. Para ello la persona natural, el representante legal de 
la persona jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará formato de vinculación de personas 
no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – (Empleador – Proponente)», mediante la 
cual certificará bajo la gravedad de juramento las personas vinculadas en su nómina y el número de 
trabajadores que no son beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que cumplieron 
el requisito de edad de pensión. Solo se valdrá la vinculación de aquellas personas que se encuentren en 
las condiciones descritas y que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año 
contado a partir de la fecha del cierre del Proceso de Contratación. Para los casos 
de constitución inferior a un (1) año, se tendrá en cuenta a aquellos que hayan estado vinculados desde el 
momento de la constitución de la persona jurídica. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, 
se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente 
contemplada en el definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado 
de aportes a la seguridad social del último año o del tiempo de constitución de la persona jurídica en caso 
de que esta sea inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador. 

 
En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará formato de vinculación de 
personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia, mediante el cual certifique el 
número de trabajadores vinculados que son personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o de 
sobrevivencia, y que cumplieron el requisito de edad de pensión establecido en la ley, de todos los 
integrantes del Proponente. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera 
de sus integrantes. 

En cualquiera de los dos supuestos anteriores, para el otorgamiento del criterio de desempate, cada uno de 
los trabajadores que cumpla las condiciones previstas por la ley diligenciará el formato de vinculación de 
personas no beneficiarias de la pensión de vejez, mediante el cual certifica bajo la gravedad del juramento 
que no es beneficiario de pensión de vejez, familiar o sobrevivencia, y cumple la edad de pensión; además, 
se deberá allegar el documento de identificación del trabajador que lo firma. 

La mayor proporción se definirá en relación con el número total de trabajadores vinculados en la planta de 
personal, por lo que se preferirá al oferente que acredite un mayor porcentaje. En el caso de Proponentes 
Plurales, la mayor proporción se definirá con la sumatoria de trabajadores vinculados en la planta de 
personal de cada uno de sus integrantes. 

E. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite, que por lo menos el diez por ciento (10 %) 
de su nómina pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana, 
para lo cual, la persona natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, bajo la 
gravedad de juramento, diligenciará el formato de vinculación de población indígena, negra, afrocolombiana, 
raizal, palenquera, Rrom o gitanas mediante el cual certifica las personas vinculadas a su nómina y el 
número de identificación y el nombre de las personas que pertenecen a la población indígena, negra, 
afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Solo se tendrá en cuenta aquellas personas que hayan 
estado vinculadas con una anterioridad igual omayor a un (1) año contado a partir 
de la fecha del cierre del proceso. 

Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se valdrá aquellos que hayan estado vinculados desde 
el momento de constitución de la persona jurídica. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, 
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 se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente 

contemplada en el definitivo. 
El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado 
de aportes a la seguridad social en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador en el último 
año contado a partir de la fecha del cierre del proceso o del tiempo de su constitución cuando esta es inferior 
a un (1) año. Además, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior en la 
cual acredite que los trabajadores pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, 
sustituya o complemente. 
En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará formato de vinculación de 
población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana», mediante el cual certifica 
que por lo menos el diez por ciento (10 %) del total de la nómina de sus integrantes pertenece a población 
indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Este porcentaje se definirá de acuerdo 
con la sumatoria de la nómina de cada uno de los integrantes del Proponente Plural. Las personas 
enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de sus integrantes. En todo caso, deberá 
aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior, en la cual acredite que el trabajador 
pertenece a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos 
del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 
Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información de estos, como son las personas que 
pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, en los 
términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el Formato 7 – Autorización 
tratamiento de datos mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la información, 
como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

F. Preferir la propuesta de personas naturales en proceso de reintegración o reincorporación para lo cual 
presentará copia de alguno de los siguientes documentos: i) la certificación en las desmovilizaciones 
colectivas que expida la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, ii) el certificado que emita el Comité 
Operativo para la Dejación de las Armas respecto de las personas desmovilizadas en forma individual, iii) 
el certificado que emita la Agencia para la Reincorporación y la Normalización que acredite que la persona 
se encuentra en proceso de reincorporación o reintegración o iv) cualquier otro certificado que para el efecto 
determine la Ley. Además, se entregará copia del documento de identificación de la persona en proceso 
de reintegración o reincorporación. 

En el caso de las personas jurídicas, el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, 
diligenciarán formato de participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación y/o 
reintegración (personas jurídicas), por medio del cual certificarán bajo la gravedad del juramento que más 
del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuotas partes de la persona jurídica está 
constituida por personas en proceso de reintegración o reincorporación. Además, deberá aportar alguno de 
los certificados del inciso anterior, junto con los documentos de identificación de cada una de las personas 
que está en proceso de reincorporación o reintegración. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando todos los integrantes sean personas en 
proceso de reincorporación, para lo cual se entregará alguno de los certificados del inciso primero de este 
numeral, y/o personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o 
cuotas partes esté constituida por personas en proceso de reincorporación, para lo que el representante 
legal, o el revisor fiscal, si está obligado a tenerlo, diligenciarán, bajo la gravedad del juramento, formato de 
participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación (personas jurídica integrante del 
Proponente Plural), y aportará los documentos de identificación de las personas en proceso de 
reincorporación. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 
reincorporación o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien 
el Formato 7 – Autorización tratamiento de datos mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el 
tratamiento de la información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

 
G. Preferir la oferta presentada por un Proponente Plural siempre que se cumplan las condiciones de los 
siguientes literales: 

 
(a) Esté conformado por al menos una madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, para lo cual se acreditarán estas condiciones de acuerdo con lo previsto en 
el inciso 1 del numeral 2 y/o el inciso 1 del numeral 6, de los criterios de desempate del presente 
INVITACIÓN PÚBLICA; o por una persona jurídica en la cual participe o participen mayoritariamente madres 
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 cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración, para lo cual el representante 

legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, diligenciará formato de participación mayoritaria de 
mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración (personas jurídicas), 
mediante el cual certifica, bajo la gravedad del juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la 
composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por madres cabeza de familia 
y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración. Además, deberá acreditar la condición indicada 
de las personas que participe en la sociedad que sean mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso 
de reincorporación o reintegración, allegando los documentos de cada uno de ellos, de acuerdo con lo 
previsto en este literal. Este integrante debe tener una participación de por lo menos el veinticinco por ciento 
(25 %) en el Proponente Plural. 

(b) el integrante del Proponente Plural de que trata el anterior literal debe aportar mínimo el veinticinco por 
ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta. 
(c) en relación con el integrante del literal a) ni la madre cabeza de familia o la persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, ni sus accionistas, socios o representantes legales 
podrán ser empleados, socios o accionistas de otro de los integrantes del Proponente Plural, para lo cual el 
integrante persona natural o el representante legal de la persona jurídica de que trata el literal a) lo 
manifestará diligenciando formato de participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o personas 
en proceso de reincorporación y/o reintegración. 
Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adiciona o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 
reincorporación y/o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, 
diligencien el Formato 7 – Autorización tratamiento de datos mediante el cual autoriza de manera previa y 
expresa el tratamiento de esta información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

 
H. Preferir la oferta presentada por una Mipyme, lo cual se verificará en los términos del parágrafo del 
artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 
del Decreto 1074 de 2015. En este sentido, el tamaño empresarial se acreditará con la copia del certificado 
del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su 
presentación. Asimismo, se preferirá la oferta presentada por una cooperativa o asociaciones mutuales para 
lo cual se aportará el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio o 
la autoridad respectiva. En el caso específico en que el empate se presente entre cooperativas o 
asociaciones mutuales que tengan el tamaño empresarial de grandes empresas junto con micro, pequeñas 
o medianas, se preferirá la oferta de las cooperativas o asociaciones mutuales que cumplan con los criterios 
de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. Tratándose de Proponentes Plurales, se 
preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite alguna de las condiciones señaladas en los 
incisos anteriores de este numeral. En el evento en que se presente empate entre Proponentes Plurales 
cuyos integrantes estén conformados únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la 
calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la condición de micro, 
pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos uno 
de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación 
empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, 
que sean micro, pequeñas o medianas. 

I. Preferir la oferta presentada por el Proponente Plural constituido en su totalidad por micro y/o pequeñas 
empresas, cooperativas o asociaciones mutuales. La condición de micro o pequeña empresa se verificará 
en los términos del artículo2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del 
artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, esto es, el tamaño empresarial se acreditará con la copia 
del certificado del Registro Único de Proponentes, el cual 
deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. La condición de cooperativa o 
asociación mutual se acreditará con el certificado de existencia y representación legal expedido por la 
cámara de comercio o la autoridad respectiva. En el evento en que el empate se presente entre Proponentes 
Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que 
tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la calidad de micro, 
pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos uno 
de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación 
empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, 
que sean micro, pequeñas o medianas. 

J. Preferir al oferente persona natural o jurídica que acredite, de acuerdo con sus estados financieros o 
información contable con corte al 31 de diciembre del año anterior, que por lo menos el veinticinco por ciento 
(25 %) del total de sus pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales por 
concepto de proveeduría del oferente, efectuados durante el año anterior, para lo cual el Proponente 
persona natural y contador público; o el representante legal de la persona jurídica y el revisor fiscal para las 
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 personas obligadas por ley; o del representante legal de la persona jurídica y contador público, según 

corresponda, diligenciará bajo la gravedad de juramento formato de pagos realizados a Mipyme, 
cooperativas o asociaciones mutuales, en el que conste que por lo menos el veinticinco por ciento (25%) 
del total de pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales. Igualmente, cuando 
la oferta es presentada por un Proponente Plural se preferirá a este siempre que: 

(a) esté conformado por al menos una Mipyme, cooperativa o asociación mutual que tenga una participación 
de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural, para lo cual se presentará el 
documento de conformación del Proponente Plural y, además, ese integrante acredite la condición de 
Mipyme, cooperativa o asociación mutual en los términos del numeral 8; (b) la Mipyme, cooperativa o 
asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta; y 
(c) ni la Mipyme, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes legales sean 
empleados, socios o accionistas de los integrantes del Proponente Plural, para lo cual el integrante 
respectivo lo manifestará diligenciando formato de acreditación Mipyme, suscrito por la persona natural o el 
representante legal de la persona jurídica. En el evento en que el empate se presente entre Proponentes 
Plurales, que cumplan con los requisitos de los incisos anteriores, cuyos integrantes estén conformados 
únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con 
otras en las que los integrantes tengan la condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta 
de aquellos Proponentes Plurales en los cuáles al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o 
asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 
de 2015, que sean micro, pequeñas o medianas. 
K. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo o 
Sociedad BIC, del segmento Mipyme, para lo cual se presentará el certificado de existencia y representación 
legal en el que conste el cumplimiento de los requisitos del artículo 2 de la Ley 1901 de 2018, o la norma 
que la modifique o la sustituya. Asimismo, acreditará la condición de Mipyme en los términos del numeral 8. 
Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite las 
condiciones señaladas en el inciso anterior de este numeral. 
L. Si una vez agotado el procedimiento señalado en el numeral anterior persiste el empate, se realizará un 
sorteo por BALOTAS mediante el siguiente procedimiento: 

Primera Serie: 
 

- En esta primera serie, se procederá a incorporar en una Bolsa oscura o una balotera, un número de balotas, 
identificadas con un número igual al número de proponentes que se encuentren en condición de empatados. 

 
- Se sacará una balota por cada proponente. 

Segunda Serie: 

- Se procederá a incorporar en la balotera igual número de balotas al número de proponentes empatados. 
 

- El proponente que haya obtenido el número mayor en la primera serie, será el primero en sacar la balota 
con el número que lo identificará en esta segunda serie, y en forma sucesiva (de mayor a menor) procederán 
los demás proponentes. 

-El proponente que, en esta segunda serie, saque la balota con el número mayor, será quien ocupe el primer 
puesto en el orden de elegibilidad y de manera sucesiva (de mayor a menor) ocuparan los siguientes puestos 
(segundo, tercero…). 

NOTA 1: Los factores de desempate deberán aplicarse en armonía con los Acuerdos Comerciales vigentes 
suscritos por Colombia. De esta manera, en el evento en que el empate se presente entre Propuestas 
cubiertas por un Acuerdo Comercial, se aplicarán los factores de desempate que sean compatibles con los 
mencionados Acuerdos. 

NOTA 2: Si el empate entre las propuestas se presenta con un Proponente, bien o servicio extranjero cuyo 
país de origen no tiene Acuerdo Comercial con Colombia, ni trato nacional por reciprocidad o con ocasión 
de la normativa comunitaria, se dará aplicación a todos los criterios de desempate previstos en el presente 
numeral. 

NOTA 3: Conforme con el artículo 18 de la Ley 1712 de 2014 y los artículos 5 y 6 de la Ley 1581 de 2012, 
la Entidad garantizará el derecho a la reserva legal de toda aquella información que acredita el cumplimiento 
de los factores de desempate de: i) las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, ii) las personas en 
proceso de reincorporación y/o reintegración y iii) la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palenquera, Rrom o gitana. De acuerdo con lo anterior, en la plataforma del SECOP no se publicará la 
información relacionada con los factores de desempate de personas en procesos de reincorporación o 
reintegración o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar o la población indígena, negra, afrocolombiana, 
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 raizal, palenquera, Rrom o gitana, puesto que su público conocimiento puede afectar el derecho a la 

intimidad de los Proponentes o de sus trabajadores o socios o accionistas. 
NOTA 4: Para efectos de los factores de desempate dispuestos en este numeral, se entiende por 
experiencia acreditada en la oferta, la sumatoria de los contratos que demuestren la experiencia general de 
la actividad principal, expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV). 

 
26. ANÁLISIS DE RIESGOS Y 

FORMA DE MITIGARLO. 

 
Ver Anexo A. Matriz de Riegos. 

27. ANÁLISIS DE EXIGENCIAS DE 
GARANTÍAS DESTINADAS A 
AMPARAR LOS PERJUICIOS 
DE NATURALEZA 
CONTRACTUAL O 
EXTRACONTRACTUAL, 
DERIVADOS DEL 
CUMPLIMIENTO DEL 
OFRECIMIENTO O DEL 
CONTRATO, ASÍ COMO LA 
PERTINENCIA DIVISIÓN DE 
LAS MISMAS: 

 
El contratista se compromete a constituir a favor de la Institución Universitaria de Barranquilla una de las 
siguientes garantías: Póliza de seguro expedida por una compañía de seguro autorizada para funcionar en 
Colombia, fiducia mercantil en garantía, garantía bancaria a primer requerimiento, endoso en garantía de 
títulos valores o depósito de dinero en garantía que ampare: 

 
Cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato: Por una suma equivalente al diez por ciento (10%) 
del valor total del mismo y con una vigencia igual al plazo del contrato y un (1) año más. 
Calidad del servicio: Por una suma equivalente al diez por ciento (10%) del valor total del mismo y con una 
vigencia igual al plazo del contrato y seis (6) meses 

 
28. SOMETIMIENTO A UN 

ACUERDO COMERCIAL: 
 

N/A 

29. CONSTANCIA DEL 
CUMPLIMIENTO DEL DEBER 
DE ANÁLISIS DE LAS 
ENTIDADES ESTATALES: 

Se deja constancia que la entidad cumplió con el deber de análisis para conocer el sector relativo al objeto 
del Proceso de Contratación desde la perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, técnica y de 
análisis de riesgo. 

 
FIRMAS: 

  

NOMBRE: WENDY VILLARREAL ESPRIELLA RECTOR: ARCESIO CASTRO AGUDELO  

 
CARGO: JEFE DE OFICINA ASESORA DE PLANEACIÓN Visto bueno del Ordenador del Gasto 



 
 

 
ESTUDIO PREVIO 

 
FR-JUR-08-V9 

Vigencia:15/12/2022 
Pág. 14 de 19 

  
TABLA ANÁLISIS DE RIESGOS 

 
La Institución Universitaria de Barranquilla IUB de acuerdo con las disposiciones del artículo 4 de la ley 1150 de 2007 y de los artículos Artículo 2.2.2.1.1.2., Artículo 2.2.1.1.1.6.1., Artículo 2.2.1.1.1.6.3. y el 

numeral 2 del artículo 2.2.1.2.5.2. del decreto 1082 de 2015 y con base en la Metodología para identificar y clasificar los riesgos elaborado por Colombia Compra Eficiente procede a tipificar, estimar y asignar 

los riesgos de la presente contratación. Seguidamente, se identifican y describen los riesgos, según el tipo y la etapa del proceso de contratación en la que ocurre. Luego, se evalúan los riegos teniendo en cuenta 

su impacto y su probabilidad de ocurrencia y finalmente, se establece un orden de prioridad teniendo en cuenta los controles existentes, para esta modalidad de contratación así: 
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Retrasos en ejecución 

contractual 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
4 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
4 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
5 

Al
to

 

C
on

tra
tis

ta
 - 

IU
B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Las partes de mutuo 

acuerdo acordarán la 

forma de retomar el 

equilibrio contractual 

a fin de no generar 

perjuicio para las 

partes 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
2 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
2 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
3 

Ba
jo

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Si 

 
IU

B
 y

 C
on

tra
tis

ta
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Ejecución 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Liquidación 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Revisión por parte del 

Contratista y Supervisor 

del contrato 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Permanente 
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N 

C
la

se
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E
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Descripción 

 
 
 
 
 
 

Consecuencia de la 

ocurrencia del evento 

P
ro

ba
bi

lid
ad

 

Im
pa

ct
o 

V
al

or
ac

ió
n 

C
at

eg
or

ía
 

¿A
 q

ui
én

 s
e 

le
 a

si
gn

a?
 

 
 
 
 
 
 

Tratamiento/Control a 

ser implementado 

 
Impacto después del tratamiento 

¿A
fe

ct
a 

la
 e

je
cu

ci
ón

 d
el

 c
on

tra
to

? 

R
es

po
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ab
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 p
or

 im
pl
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ta
r e

l 
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ta

m
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nt
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a 
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a 
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ue
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e 
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 e
l 
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ta

m
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nt
o 

  Fe
ch

a 
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tim
ad

a 
en

 q
ue

 s
e 

co
m
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et

a 
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tra
ta

m
ie

nt
o 

 
Monitoreo y revisión 

  
P

ro
ba

bi
lid

ad
 

Im
pa

ct
o 

V
al

or
ac

ió
n 

C
at

eg
or

ía
 

   
¿C

óm
o 

se
 re

al
iz

a 
el

 

m
on

ito
re

o?
 

  
P

er
io

di
ci

da
d 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
5 

G
en

er
al

 

E
xt

er
no

 

E
je

cu
ci

ón
 

 
O

pe
ra

ci
on

al
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Enfermedad General, 

laboral, accidentes 

de laborales que 

puedan generar 

incapacidad 

discapacidad, muerte 

del contratista entre 

otros 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Acciones judiciales 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
3 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
4 

Ba
jo

 

C
on

tra
tis

ta
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Reducción de la 

probabilidad de 

ocurrencia del evento 

con actividades y 

programas de 

prevención en 

seguridad industrial y 

ocupacional 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

Ba
jo

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
No 

 
C

on
tra

tis
ta

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Ejecución 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Liquidación 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
IUB Supervisor 

Contratista 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Permanente 
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N 
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E
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Descripción 

 
 
 
 
 

 
Consecuencia de la 

ocurrencia del evento 

P
ro

ba
bi

lid
ad

 

Im
pa

ct
o 

V
al

or
ac

ió
n 

C
at

eg
or

ía
 

¿A
 q

ui
én

 s
e 

le
 a

si
gn

a?
 

 
 
 
 
 

 
Tratamiento/Control a 

ser implementado 

 
Impacto después del tratamiento 

¿A
fe

ct
a 

la
 e

je
cu

ci
ón

 d
el

 c
on

tra
to

? 

R
es

po
ns

ab
le

 p
or

 im
pl

em
en

ta
r e

l 

tra
ta

m
ie

nt
o 

  
Fe

ch
a 

es
tim

ad
a 

en
 q

ue
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e 
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l 

tra
ta

m
ie

nt
o 

  Fe
ch

a 
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a 
en

 q
ue

 s
e 

co
m
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et

a 
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tra
ta

m
ie

nt
o 

 
Monitoreo y revisión 

  
P

ro
ba

bi
lid

ad
 

Im
pa

ct
o 

V
al

or
ac

ió
n 

C
at

eg
or

ía
 

   
¿C

óm
o 

se
 re

al
iz

a 
el

 

m
on

ito
re

o?
 

  
P

er
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di
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da
d 

6 

E
sp

ec
ifi

co
 

E
xt

er
no

 

E
je

cu
ci

ón
 

 
O

pe
ra

ci
on

al
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Riesgo por mal uso de 

la información. 

 
Se materializa cuando 

el contratista en 

cumplimiento de sus 

obligaciones administra 

información y la usa en 

actividades diferentes 

al desarrollo de su 

objeto contractual 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Acciones Judiciales 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
3 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
4 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
7 

Al
to

 

C
on

tra
tis

ta
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Reducir las 

probabilidades de 

ocurrencia con 

divulgación de 

políticas sobre la 

administración de la 

información 

documental y 

magnética. 

 
Monitoreo a las 

fuentes de 

información usadas 

por el contratista 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
2 

Ba
jo

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
No 

 
S

up
er

vi
so

r d
el

 c
on

tra
to

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Ejecución 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Liquidación 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

A través del control y 

seguimiento que realice el 

supervisor del contrato y 

comunicación a las demás 

colaboradores que 

manejan información a fin 

de canalizar la misma. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Permanente 
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Descripción 

 
 
 
 
 

 
Consecuencia de la 

ocurrencia del evento 

P
ro

ba
bi

lid
ad

 

Im
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o 

V
al
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n 

C
at
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or

ía
 

¿A
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e 

le
 a

si
gn

a?
 

 
 
 
 
 

 
Tratamiento/Control a 

ser implementado 

 
Impacto después del tratamiento 

¿A
fe

ct
a 

la
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ón

 d
el

 c
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tra
to

? 

R
es
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pl

em
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l 
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m
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o 
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ch
a 
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ad
a 
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o 

  Fe
ch

a 
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 s
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tra
ta

m
ie

nt
o 

 
Monitoreo y revisión 

  
P

ro
ba

bi
lid

ad
 

Im
pa
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o 

V
al
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n 

C
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or

ía
 

   
¿C

óm
o 

se
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al
iz

a 
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m
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ito
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o?
 

 
P
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di
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d 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
7 

E
sp

ec
ifi

co
 

In
te

rn
o 

E
je

cu
ci

ón
 

 
O

pe
ra

ci
on

al
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Riesgo por la tardanza 

de la expedición del 

respectivo registro 

presupuestal como 

requisito de ejecución. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Demora en el inicio de 

la ejecución del 

contrato 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
3 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
2 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
5 

M
ed

io
 

IU
B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Seguimiento a cada 

uno de los 

expedientes 

contractuales que 

requieran registro 

presupuestal 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
2 

Ba
jo

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
No 

 
IU

B 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Suscripción del 

contrato 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Expedición del 

registro 

presupuestal 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
A través de las 

comunicaciones que se 

generan entre las 

dependencias que 

participan en la 

elaboración del contrato 

y la dependencia 

encargada del realizar 

el registro presupuestal 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Posterior a 

la firma 

del 

contrato 

 


